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JUICIO SUMARIO 

 

Pachuca de Soto, Hidalgo, a 30 de junio de 2026.- Visto el 

estado procesal que guarda el presente juicio, la Magistrada Diana Tecontero 

Juárez, adscrita a la Tercera Ponencia, de conformidad con el Acuerdo 

G/JGA/28/2026 aprobado por la Junta de Gobierno y Administración de este 

Tribunal en sesión de 24 de febrero de 2026, con efectos a partir del 1 de marzo 

de 2026, ante la presencia del Secretario de Acuerdos Luis Enrique 

Paredes Gómez, que autoriza en términos de la fracción II del artículo 59 de la 

Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; con fundamento 

en lo dispuesto por los artículos 50 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se procede a dictar sentencia definitiva en el 

presente juicio; y, 

 

R E S U L T A N D O 

 

1. Mediante escrito ingresado en la Oficialía de Partes de la 

Sala Regional en Hidalgo de este Tribunal el 13 de mayo de 2026, el C. ***** 

***** **** *******, en su calidad de apoderado legal de la persona moral 

denominada ******* ********* **** ** ****, compareció a demandar la nulidad de 

la resolución de 23 de enero de 2026, emitida por el director de Procedimientos 

Administrativos de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social del Estado de 

Hidalgo, en la que se le determinaron diversas multas por un monto total de 

$333,763.00, por infracciones a las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo. 

 

2. En acuerdo de 14 de mayo de 2026 se admitió a trámite la 

demanda, así como las pruebas ofrecidas; asimismo, se ordenó correr traslado 
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a la autoridad demandada para que dentro del término de Ley emitiera su 

respectiva contestación de demanda y se le requirió la exhibición del 

expediente administrativo. 

 

3. En acuerdo de 11 de junio de 2026 se tuvo por contestada la 

demanda de nulidad, por planteada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento y por cumplimentado el requerimiento hecho a la autoridad 

demandada, al haber exhibido el expediente administrativo requerido. 

 

Finalmente, se otorgó plazo a las partes para que formularan 

alegatos, derecho que no fue ejercido por las partes. 

 

4. En proveído de 29 de junio de 2026 en términos del artículo 58-

12 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se declaró 

cerrada la instrucción del juicio, por lo que se procede a dictar sentencia. 

 

C O N S I D E R A N D O 

 

PRIMERO. Esta Instrucción es competente, material y 

territorialmente, para conocer del presente juicio en términos de lo dispuesto 

por los artículos 3, fracción IV, 31, segundo párrafo, 33, 34 y 36, fracción VIII, 

de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, así como lo 

previsto en el numeral 48, fracción XXVII, y 49, fracción XXVII, del Reglamento 

Interior de este Tribunal. 

 

SEGUNDO. La existencia de la resolución impugnada está 

debidamente acreditada en autos con la exhibición que de ella realizó la parte 

actora y por el reconocimiento expreso que de su existencia formuló la 

autoridad al producir su contestación a la demanda; lo anterior, de conformidad 

con los artículos 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 

aplicación supletoria. 
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TERCERO. Por ser la procedencia del juicio un presupuesto 

procesal de necesaria revisión, esta Juzgadora se adentra al análisis de la 

causal de improcedencia que planteó la autoridad al momento de contestar la 

demanda. 

 

Apoya el proceder de esta Juzgadora, la jurisprudencia 1a./J. 

25/2005, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

tomo XXI, correspondiente al mes de abril de 2005, página 576, cuyo rubro y 

contenido es del siguiente tenor: 

 

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE 
DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA.- El derecho 
a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos 
utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cual es la 
vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma 
establecida para aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse 
previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a 
efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría 
impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del 
juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente 
ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los 
particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en 
la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la 
parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso 
correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento 
de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el 
juzgador estudiara de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las 
garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de 
acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, 
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 
establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego 
entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, 
debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en 
cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por 
lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las 
partes no la hubieran impugnado previamente. 

 

Así, al invocar dicha causal, en síntesis, señaló que es improcedente 

el juicio que nos ocupa dado que la parte actora interpuso el recurso de este 

Tribunal resulta incompetente para conocer el juicio por no actualizarse la 

fracción XII del artículo 3 de la Ley Orgánica de este Tribunal dado que la 



 

4 

 

resolución fue emitida por una autoridad no que no pertenece a la 

Administración Pública Federal.  

 
 

A juicio de esta Juzgadora la causal de improcedencia hecha valer 

es infundada, dado que con independencia de la naturaleza de la autoridad 

que imponga las multas, si éstas no se originan con motivo de una 

controversia entre la administración pública local y el gobernado sino por 

infracción a disposiciones administrativas federales (como se advierte de 

la resolución impugnada), resulta procedente el juicio contencioso 

administrativo ante este Tribunal. 

 

Es aplicable al caso la tesis de Jurisprudencia con número de 

registro digital 2009023 emitida por la Segunda Sala de la Superna Corte de 

Justicia de la Nación, misma que señala: 

 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Registro digital: 2009023 
Instancia: Segunda Sala 
Décima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 22/2015 (10a.) 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 18, Mayo de 2015, Tomo 
II, página 1545 
Tipo: Jurisprudencia 
 
MULTA POR INFRACCIONES A DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS FEDERALES. 
EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ANTE EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, INCLUSO SI SE 
CONTIENE EN ORDENAMIENTOS LABORALES Y LA IMPONE UNA AUTORIDAD 
LOCAL. 
 
De los artículos 123, apartado A, fracción XXXI y 116, fracción V, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva que la aplicación de normas laborales 
corresponde a las autoridades de las entidades federativas, así como que la competencia 
de los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo para dirimir controversias se acota a 
las suscitadas entre los gobernados y la administración pública estatal, con motivo de la 
aplicación de las leyes que rijan la actuación de sus dependencias; hipótesis que no se 
surte respecto de multas materialmente administrativas impuestas por autoridades 
locales con motivo de infracciones a normas federales, en tanto que, respecto de ellas, 
existe disposición expresa en los artículos 14, fracción III, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y 58-2 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, que reservan a ese órgano la competencia para conocer de 
estos asuntos. De esta manera, si la multa no se origina con motivo de una controversia 
entre la administración pública local y el gobernado, sino por infracción a disposiciones 
administrativas federales, procede el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando se contenga en ordenamientos 
laborales y la imponga una autoridad local. 
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Contradicción de tesis 387/2014. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 18 de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 1/2014, y el diverso sustentado por el 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 8/2014. 
 
Tesis de jurisprudencia 22/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del cuatro de marzo de dos mil quince. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de mayo de 2015 a las 09:30 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 11 de mayo de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013. 

 

Por tanto, es que la causal de improcedencia y sobreseimiento 

invocada por la demandada es infundada dado que esta Juzgadora si es 

competente para conocer del presente juicio.  

 

CUARTO. Para el estudio de los conceptos de impugnación hechos 

valer por la parte actora, esta Juzgadora procede a aplicar el “principio de mayor 

beneficio”, de conformidad con lo previsto en el artículo 50, segundo párrafo, 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y la 

jurisprudencia VII-J-1aS-58, sustentada por la Primera Sección de la Sala 

Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, cuyo rubro, texto y 

datos de publicación, son los siguientes:   

 

CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN. PREEMINENCIA DEL ESTUDIO DE LOS QUE 
REPRESENTEN UN MAYOR BENEFICIO PARA LA PARTE ACTORA.- De conformidad 
con el artículo 50 segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, el estudio de los conceptos de violación debe atender al principio de mayor 
beneficio; esto es que, a fin de garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y 
efectivo a la administración de justicia, cuando se hagan valer diversas causales de 
ilegalidad, la sentencia deberá examinar preferentemente aquellos conceptos que puedan 
llevar a declarar la nulidad lisa y llana de la resolución o acto impugnado, pudiéndose 
omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el 
actor, de manera que quedará al prudente arbitrio del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de 
impugnación, al clasificar en orden de importancia los tópicos tratados en cada uno de los 
conceptos de impugnación atendiendo a la consecuencia que para el actor tuviera el que 
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se declararen fundados; sin importar, la secuencia en que se hubieren expuesto en la 
demanda inicial, o en la ampliación de demanda, en su caso. 
 

Publicada en la Revista de este Órgano Jurisdiccional, Número 20, Marzo 2013, página 
36. 

 

En este orden de ideas, se procede al estudio del ÚNICO concepto 

de impugnación de la demanda, pues en caso de ser fundado, daría lugar a la 

nulidad de la resolución impugnada. 

 

Señala la parte actora que la resolución impugnada es ilegal, ya 

que proviene de un procedimiento administrativo viciado, pues la fecha en que 

se emitió la Resolución impugnada, así como aquella en que se notificó la 

misma, ya se encontraban caducadas las facultades de la autoridad 

demandada para tales efectos. 

 

Indica que, cada procedimiento es susceptible de caducar de 

manera independiente, lo que se actualizará una vez que hayan fenecido los 

plazos previstos la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, los cuales 

correrán, cuando expiren los plazos previstos en el Reglamento General de 

Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones para dictar en cada 

procedimiento la resolución respectiva, conforme a eso es que, en caso del 

procedimiento "inspectivo", será una vez que finalice el plazo para solicitar el 

inicio del procedimiento sancionador. 

 

De ahí que, deba emitirse una determinación donde se analicen los 

elementos aportados por el gobernado o bien, transcurrido el término otorgado, 

sin que hubiera comparecido, se defina su situación jurídica respecto a la 

sujeción o no del diverso procedimiento sancionador, pues de lo contrario, se 

le crea una incertidumbre e inseguridad jurídica, derivada del transcurso del 

tiempo; en acatamiento al principio de "fijación de términos" que regulan el 

procedimiento administrativo que tramitan las autoridades de la administración 

pública, conforme al cual deben apegarse a los plazos establecidos en el 

ordenamiento respectivo. 
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Al contestar la demanda de nulidad, la autoridad señaló que los 

argumentos de la parte actora resultan infundados toda vez que la resolución 

impugnada se emitió conforme a derecho. 

 

RESOLUCIÓN DE ESTA JUZGADORA 

 

A juicio de esta Sala el concepto de impugnación en estudio es 

FUNDADO en atención a las consideraciones de hecho y de derecho que se 

plasman a continuación. 

 

Primeramente, se destaca que el presente juicio de nulidad se 

interpuso en contra de una resolución administrativa que tuvo su origen en un 

procedimiento seguido conforme a las reglas establecidas en el Reglamento 

General de Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, el cual en su 

artículo 1, segundo párrafo1, establece que le serán aplicables tanto la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo, como las leyes de procedimiento 

administrativo de las entidades federativas. 

 

También es preciso analizar el contenido del artículo 60 de la Ley 

Federal de Procedimiento Administrativo que prevé la figura de la caducidad 

que hace valer la demandante, el cual dispone lo siguiente: 

 

 
1  ARTÍCULO 1. El presente ordenamiento rige en todo el territorio nacional y tiene por objeto 
reglamentar la Ley Federal del Trabajo, en relación con el procedimiento para promover y vigilar el 
cumplimiento de la legislación laboral y la aplicación de sanciones por violaciones a la misma en los 
centros de trabajo. Su aplicación corresponde tanto a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, como 
a las autoridades de las entidades federativas en el ámbito de sus respectivas competencias.  
 
Las disposiciones conducentes de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo y las leyes que 
regulen el procedimiento administrativo de las entidades federativas, se aplicarán a los procedimientos 
previstos en este Reglamento. 
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Artículo 60.- En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, 
cuando se produzca su paralización por causas imputables al mismo, la 
Administración Pública Federal le advertirá que, transcurridos tres 
meses, se producirá la caducidad del mismo. Expirado dicho plazo sin 
que el interesado requerido realice las actividades necesarias para 
reanudar la tramitación, la Administración Pública Federal acordará el 
archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la 
resolución que declare la caducidad procederá el recurso previsto en la 
presente Ley. 

 
La caducidad no producirá por sí misma la prescripción de las acciones 
del particular, de la Administración Pública Federal, pero los 
procedimientos caducados no interrumpen ni suspenden el plazo de 
prescripción. 

 
Cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio se entenderán 
caducados, y se procederá al archivo de las actuaciones, a solicitud de 
parte interesada o de oficio, en el plazo de 30 días contados a partir de 
la expiración del plazo para dictar resolución. 

 

Del artículo anterior se desprende que los procedimientos iniciados 

de oficio caducan por disposición de la Ley; esto es, si en el plazo de 30 días, 

contados a partir de la expiración del término para dictar la resolución, la 

autoridad administrativa no la emite. 

 

Por otro lado, en materia de imposición de sanciones por 

violaciones a la legislación laboral, los artículos aplicables al caso en concreto 

son los diversos 35, 36 y 51 del Reglamento General de Inspección del Trabajo 

y Aplicación de Sanciones, así como 68 y 72 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo; disposiciones normativas que determinan los 

plazos que tiene la autoridad administrativa para substanciar dos tipos de 

procedimientos, uno para inspeccionar y otro para sancionar, de los 

cuales este depende de aquél, ambos iniciados de oficio debido al ejercicio de 

sus facultades de verificación, vigilancia y sancionadora, así como para emitir 

la resolución que le ponga fin, en tal virtud, dichos numerales literalmente 

disponen: 
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REGLAMENTO GENERAL DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y 
APLICACIÓN DE SANCIONES  

 
Artículo 35. Si durante la Inspección se identifica que la documentación con 
que cuenta el Centro de Trabajo desvirtúa las violaciones detectadas o acredita 
el cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Ley, sus reglamentos, las 
Normas Oficiales Mexicanas y demás disposiciones aplicables, el Inspector del 
Trabajo deberá asentar que la tuvo a la vista, haciendo las transcripciones y 
anotaciones conducentes en el acta, y de resultar procedente, agregará a ésta 
copias de tal documentación, la cual será firmada por el patrón o su 
representante. 

 
Antes de concluir el levantamiento del acta correspondiente, el Inspector del 
Trabajo permitirá que las personas que hayan intervenido en la diligencia 
revisen el acta, a efecto de que puedan formular las observaciones u ofrecer 
las pruebas que a su derecho correspondan. 

 
Asimismo, deberá hacer del conocimiento del patrón o su representante el 
derecho que tiene para formular observaciones y ofrecer pruebas en relación 
con los hechos contenidos en ella, o hacer uso de tal derecho por escrito, dentro 
del término de cinco días siguientes a la fecha en que se hubiere levantado el 
acta respectiva. Igualmente, los representantes de los trabajadores y quienes 
hayan intervenido en la diligencia, podrán manifestar lo que a su derecho 
convenga, debiendo el Inspector del Trabajo asentar dichas manifestaciones 
en el cuerpo del acta de Inspección. 

 
El Inspector del Trabajo invitará a las personas que hayan intervenido en la 
diligencia a que procedan a firmar y recibir el acta correspondiente; en caso de 
negativa, se harán constar tales hechos, sin que esto afecte la validez de la 
misma. El Inspector del Trabajo deberá entregar copia del acta al patrón o a su 
representante, así como al de los trabajadores y, en su caso, a la comisión de 
seguridad e higiene del Centro de Trabajo, haciendo constar en el propio 
documento tal circunstancia. 

 
Artículo 36. Con excepción de lo dispuesto en el artículo 40 de este 
Reglamento, el Inspector del Trabajo, en todas las visitas que realice, otorgará 
plazos a los patrones que podrán ir desde la aplicación inmediata y observancia 
permanente, hasta noventa días hábiles para corregir las deficiencias e 
incumplimientos que se identifiquen para que se realicen las modificaciones 
necesarias y, en su caso, se exhiba la documentación con que se acredite el 
cumplimiento de las obligaciones en cualquiera de las materias a que hace 
referencia el artículo 10 del presente Reglamento. Dichos plazos se fijarán 
tomando en consideración la rama industrial, tipo y escala económica, grado 
de riesgo, número de trabajadores, el riesgo que representan para los 
trabajadores y la dificultad para subsanarlas. En ninguna circunstancia el plazo 
será menor a treinta días hábiles, salvo en los casos de Peligro o Riesgo 
Inminente.  

 
Los plazos otorgados podrán prorrogarse, en una sola ocasión, hasta por un 
plazo igual al originalmente concedido, siempre y cuando no se ponga en riesgo 
la vida, seguridad y salud de los trabajadores, y medie petición mediante escrito 
libre de la parte interesada antes del vencimiento del plazo otorgado, en la cual 
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se deberá acompañar la justificación en la que se señalen los motivos por los 
cuales no le es posible dar cumplimiento en el plazo señalado.  

 
De resultar procedentes las medidas de Seguridad y Salud en el Trabajo 
sugeridas por el Inspector del Trabajo, se emitirá emplazamiento técnico, 
señalando los plazos en que deban cumplirse dichas medidas, asimismo en el 
caso de los incumplimientos en otras materias, deberá emitirse un 
emplazamiento documental, en el cual se señalará el plazo dentro del cual 
deberán exhibir la documentación que acredite el cumplimiento de sus 
obligaciones, debiendo en ambos casos notificarse personalmente al patrón.  

 
Las modificaciones ordenadas deberán realizarse en condiciones seguras sin 
poner en riesgo a los trabajadores o al Centro de Trabajo.  

 
En caso de que se constate el incumplimiento de las medidas ordenadas, o 
bien, no se acredite documentalmente el cumplimiento de la normatividad 
laboral dentro de los plazos otorgados en términos del presente artículo, se 
solicitará al área competente de las Autoridades del Trabajo, se inicie el 
procedimiento administrativo sancionador. 

 

Artículo 51. Si de la valoración de las actas, expedientes o documentación 
ofrecida por cualquier otra autoridad, o del acta de Inspección y de las pruebas 
presentadas por el patrón o su representante, no se desvirtúa el incumplimiento 
de la normatividad laboral, el área de Inspección, solicitará al área competente 
de las Autoridades del Trabajo, se inicie el procedimiento administrativo 
sancionador. 

 
                          LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

 

Artículo 68.- Los visitados a quienes se haya levantado acta de verificación 
podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y ofrecer pruebas en 
relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por escrito, hacer uso de tal 
derecho dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se 
hubiere levantado. 

 

Artículo 72.- Para imponer una sanción, la autoridad administrativa deberá 
notificar previamente al infractor del inicio del procedimiento, para que este 
dentro de los quince días siguientes exponga lo que a su derecho convenga y, 
en su caso aporte las pruebas con que cuente. 

 

De la anterior transcripción se desprende que el procedimiento de 

verificación se inicia con una visita de inspección a los centros de trabajo por 

parte de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y, una vez que se haya 

levantado el acta respectiva en la que se asentaron las anomalías o violaciones 

detectadas durante esa inspección, los dueños de los centros de trabajo 

inspeccionados cuentan con un plazo de 5 días, contados a partir del 

levantamiento del acta, para que manifiesten lo que a su derecho convenga en 
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relación con los hechos ahí narrados; posteriormente, si el particular realizó las 

manifestaciones respectivas y, ofreció y exhibió pruebas, estas deben ser 

valoradas con el objeto de determinar la existencia de hechos, actos u 

omisiones que puedan estimarse violatorios de la legislación laboral. Asimismo, 

se prevé que se otorgará plazo a los patrones, el cual podrá ir desde la 

aplicación inmediata y observancia permanente, hasta noventa días hábiles 

para corregir las deficiencias e incumplimientos que se identifiquen para que se 

realicen las modificaciones necesarias y, en su caso, exhiba la documentación 

con que se acredite el cumplimiento de las obligaciones; que dicho plazo nunca 

será menor a 30 días y que se puede prorrogar hasta por una ocasión; que en 

caso de que se hubieran presentado documentación e información o se 

hubieran llevado a cabo las medidas para corregir la situación, la autoridad lo 

valorará y que, en caso de no haberse corregido la situación, se solicitará al 

área competente inicio el procedimiento administrativo sancionador y es este 

último acto el que culmina con el procedimiento de verificación; procedimiento 

que se encuentra sujeto a los plazos establecidos por las disposiciones 

legales aplicables y puede ser materia de la caducidad conforme al 

artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

 

Ahora bien, en el expediente administrativo del cual emanó la 

resolución impugnada, exhibido por la autoridad demandada y que corre 

agregado al expediente en que se actúa, obran las siguientes pruebas 

documentales:  

 

 

1.  La orden de inspección extraordinaria en materia de 

condiciones generales de trabajo de 23 de junio de 2025 (folios 

1 a 4 del expediente administrativo). 

 



 

12 

 

2. El acta de inspección extraordinaria en materia de 

condiciones generales de trabajo de 23 de junio 2025 (folios 6 a 

19). 

 

3. El 14 de julio de 2025 se emite el acuerdo de cierre de 

instrucción el que se notificó el 13 de noviembre de 2025 (folio 

1,010 a 1,013) 

 
4. El 20 de noviembre de 2025 se solicitó el inicio del 

procedimiento administrativo sancionador. (folio 1,014) 

 
5. El 25 de noviembre de 2025 se emitió el acuerdo de 

radicación de expediente y se dio inicio al procedimiento 

administrativo sancionador. (folio 1,015) 

 
6. El 28 de noviembre de 2025 fue emitido el emplazamiento 

respecto al procedimiento administrativo sancionador, el cual se 

notificó el 2 de diciembre de 2025. (folio 1,016 a 1,021) 

 
7. El 12 de enero de 2026 se emitió el acuerdo de cierre de 

instrucción (folio 2,372 a 2,373). 

 
8.  El 23 de enero de 2026 se emitió la resolución, misma que 

fue notificada el 23 de abril de 2026 (folios 2,374 a 2,386). 

 
Pruebas documentales a las que se les otorga pleno valor probatorio 

en términos del artículo 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, y de las cuales se advierten los siguientes hechos, 

respecto del primer procedimiento iniciado. 

 

a. El 23 de junio de 2025 se emitió la orden de inspección 

extraordinaria, la cual se materializó en el acta de inspección de 

23 de junio de 2025, y en la cual se otorgó el plazo de 5 días a la 

empresa patrón para que manifestara lo que a su derecho 

conviniera. 
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b. Que los cinco días a que se refiere el párrafo anterior 

transcurrieron desde el 24 al 30 de junio de 2025. 

  

c. Que a partir del 1 de julio de 2025 la autoridad estuvo en 

posibilidad de otorgar el plazo para la corrección a que se refiere 

el artículo 36 del Reglamento General de Inspección del Trabajo 

y Aplicación de Sanciones (fecha en que se llevó a cabo la 

inspección); no obstante, la autoridad lo realizó hasta el 14 de 

julio de 2025, notificado hasta el 13 de noviembre de 2025 

cuando determinó otorgar 15 días para que manifestara lo que a 

su derecho conviniera; plazo que se computa a partir del día 

siguiente de la emisión de ese oficio; es decir, del 2 de julio al 11 

de agosto de 2025, conforme al ACUERDO por el que se da a 

conocer el calendario de suspensión de labores de la 

Secretaría del Trabajo y Previsión Social y su Órgano 

Administrativo Desconcentrado, para el año 2025. 

 

d. En consecuencia, es a partir del día hábil siguiente que la 

autoridad estuvo en posibilidad de determinar si era procedente o 

no iniciar el procedimiento administrativo sancionador; esto es, a 

partir del 20 de noviembre de 2025. 

 

Respecto al segundo procedimiento: 

 

1. El 23 de junio de 2025 se emitió la orden de inspección 

extraordinaria, la cual se materializó en el acta de inspección de 23 

de junio de 2025, en la que se concedió el plazo de 5 días a la 

empresa patrón para que manifestara lo que a su derecho 

conviniera. 
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2. Que los cinco días a que se refiere el párrafo anterior 

transcurrieron desde el 24 al 30 de junio de 2025. 

 
3. Que a partir del 1 de julio de 2025 la autoridad estuvo en 

posibilidad de otorgar el plazo para la corrección a que se refiere el 

artículo 36 del Reglamento General de Inspección del Trabajo y 

Aplicación de Sanciones (fecha en que se llevó a cabo la 

inspección); no obstante, la autoridad lo realizó hasta el 14 de julio 

de 2025, notificado hasta el 13 de noviembre de 2025 cuando 

determinó otorgar 15 días para que manifestara lo que a su derecho 

conviniera; plazo que se computa a partir del día siguiente de la 

notificación de ese oficio; es decir, del 14 de noviembre al 5 de 

diciembre de 2025, conforme al ACUERDO por el que se da a 

conocer el calendario de suspensión de labores de la Secretaría 

del Trabajo y Previsión Social y su Órgano Administrativo 

Desconcentrado, para el año 2025. 

 
4. En consecuencia, es a partir del día hábil siguiente que la 

autoridad estuvo en posibilidad de determinar si era procedente o no 

iniciar el procedimiento administrativo sancionador; esto es, a partir 

del 8 de diciembre de 2025. 

 

 

Lo anterior, conforme a las particularidades específicas del caso que 

nos ocupa, pues el plazo para que se solicite al área competente de la autoridad 

del trabajo el inicio del procedimiento administrativo sancionador, varía en cada 

caso porque conforme a lo dispuesto en el diverso numeral 36, último párrafo, 

del ordenamiento reglamentario referido, de constatarse el incumplimiento de 

las medidas ordenadas, o bien, no se acredite documentalmente el 

cumplimiento de la normativa laboral dentro de los plazos otorgados en 

términos de dicho artículo, se solicitará al área competente de las autoridades 

del trabajo iniciar el procedimiento sancionador.  
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Cabe señalar que, entre esos dos momentos del procedimiento de 

inspección, debe atenderse a la emisión y notificación de los actos 

procedimentales, los cuales son variables en cada caso particular, pues 

dependerán del tipo de inspección realizada y la manera en que se haya 

practicado con el inspeccionado.  

 

Por lo que, una vez que se actualice el segundo momento, comenzará 

a computarse el plazo de treinta días previsto en el artículo 60 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo para que opere la caducidad del 

procedimiento. 

 

Resulta aplicable al caso en concreto, la jurisprudencia VIII-J-SS-83, 

sustentada por el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior de este Tribunal.  

 
PROCEDIMIENTO DE INSPECCIÓN PREVISTO EN EL REGLAMENTO 
GENERAL DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y APLICACIÓN DE 
SANCIONES. MANERA DE COMPUTAR EL PLAZO DE TREINTA DÍAS DEL 
ARTÍCULO 60 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO.- Conforme al artículo 60 de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo, los procedimientos iniciados de oficio se 
entenderán caducados en el plazo de treinta días contados a partir de la 
expiración del plazo para dictar resolución. De esta forma, a fin de computar el 
plazo para comprobar si ha operado la caducidad en el procedimiento de 
inspección previsto en el Reglamento General de Inspección del Trabajo y 
Aplicación de Sanciones, deben identificarse dos momentos: 1) el instante en 
que comienzan a correr los plazos que rigen los actos del procedimiento en sí; 
y 2) el diverso momento en que expiró el plazo para dictar la solicitud de inicio 
de procedimiento sancionador; lo anterior porque si no se atienden a dichas 
circunstancias se genera inseguridad jurídica para el particular por no 
respetarse las formalidades esenciales del procedimiento, dejándose al libre 
arbitrio de la autoridad el dictado de los actos procedimentales y, en 
consecuencia, de la configuración de la caducidad. Así, el primer momento, 
se actualiza cuando se levanta el acta de inspección génesis y origen de 
todo el procedimiento, pues en términos del artículo 35, tercer párrafo, del 
Reglamento General de Inspección del Trabajo y Aplicación de 
Sanciones, al levantar estas actas se tiene que hacer del conocimiento de 
los inspeccionados su derecho para formular alegatos y ofrecer pruebas 
relacionados con los hechos que se hagan constar en ellas. En tanto el 
segundo momento, se actualiza cuando se solicita al área competente de la 
autoridad del trabajo, el inicio del procedimiento administrativo 
sancionador, porque conforme a lo dispuesto en el diverso numeral 36, 
último párrafo, del ordenamiento reglamentario referido, en caso de que 
se constate el incumplimiento de las medidas ordenadas, o bien, no se 
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acredite documentalmente el cumplimiento de la normatividad laboral 
dentro de los plazos otorgados en términos de dicho artículo, se solicitará 
al área competente de las autoridades del trabajo, se inicie dicho 
procedimiento sancionador. Cabe señalar que entre esos dos momentos del 
procedimiento de inspección, deberá atenderse a la emisión y notificación de 
los actos procedimentales, los cuales son variables en cada caso particular, 
pues dependerán del tipo de inspección realizada y la manera en que se haya 
desdoblado ésta con el inspeccionado. Por lo que una vez que se actualice el 
segundo momento, comenzará a computarse el plazo de treinta días previsto 
en el artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para que 
opere la caducidad del procedimiento. 

 

Así las cosas, el término de los 30 días que establece el artículo 60 

de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo para efectos de determinar 

la caducidad de los procedimientos iniciados de oficio, transcurrieron del 24 de 

junio de 2025 (día siguiente a aquel en que se llevó a cabo la inspección) al 25 

de agosto de 2025 y del 21 de noviembre de 2025 (día siguiente a aquel en 

que se solicitó el inicio del procedimiento administrativo sancionador) al 22 de 

enero de 2026; es decir, hasta el 25 de agosto de 2025 y 22 de enero de 

2026, la autoridad estuvo en posibilidad de emitir el acuerdo por medio del cual 

determinaba que era procedente iniciar el procedimiento administrativo 

sancionador. 

 

No obstante, la autoridad lo realizó hasta el 20 de noviembre de 

2025, fecha en que solicitó el inicio del procedimiento administrativo 

sancionador; y, 2 de diciembre de 2025, cuando notificó el emplazamiento 

de 28 de noviembre de 2025, de ahí que deba concluirse que en el presente 

asunto se actualizó la figura de la caducidad a que se refiere el artículo 60 de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, respecto del primer 

procedimiento. 

 

En tal virtud, esta Instrucción estima que la resolución dictada el 23 

de enero de 2026 es ilegal en virtud de que se emitió derivada de un 

procedimiento administrativo de inspección que contraviene las disposiciones 

legales aplicables; en la especie lo es el artículo 60 de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, pues la resolución impugnada se emitió y notificó 

cuando habían caducado las facultades de la autoridad para ello; por lo que se 

actualiza lo previsto en el artículo 51, fracción IV, de la Ley Federal de 
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Procedimiento Contencioso Administrativo y, en consecuencia, procede 

declarar su nulidad y por ende también se declara la nulidad de la resolución 

que confirmó la legalidad de está última. 

 

Sustenta lo anterior, la tesis I.7o.A.190 A, con número de registro 

185,245, emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, de la Noveno Época, Tomo XVII, del mes de enero de 2003, página 

1,737, que a la letra señala lo siguiente: 

 

CADUCIDAD. OPERA CUANDO LA AUTORIDAD NO EMITE O NO 
NOTIFICA LA RESOLUCIÓN QUE PONE FIN AL PROCEDIMIENTO 
INICIADO DE OFICIO, DENTRO DE LOS PLAZOS PREVIAMENTE 
ESTABLECIDOS EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO.- De conformidad con lo dispuesto por los artículos 39, 60, 
61 y 74 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, se colige que en los 
procedimientos iniciados de oficio opera la caducidad de éstos ante la 
inactividad procesal en que incurra la autoridad administrativa, una vez que la 
etapa de instrucción hubiere concluido, pues de conformidad con el artículo 
citado en último lugar, las cargas procesales siguientes, como son la emisión y 
notificación de la resolución, le corresponden sólo a ésta; de ahí que si esos 
actos son llevados a cabo fuera de los plazos previamente establecidos tanto 
en el artículo 39 como en el 74, el relativo a la caducidad previsto en el 60 no 
se interrumpirá y, en consecuencia, producirá sus efectos; excepción hecha 
cuando medie una situación de emergencia o urgencia, debidamente fundada 
y motivada, circunstancias ante las cuales la autoridad no está obligada a 
sujetarse a los requisitos y formalidades del procedimiento como lo consigna el 
referido artículo 61. 

 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 2147/2002. Industrias Vinícolas Pedro Domecq, S.A. de C.V. 
26 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos 
Navarro. Secretario: José Arturo González Vite. 

 

De la misma manera, sustenta lo anterior, la tesis I.7o.A.173 A, 

emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de 
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la Novena Época, Tomo XVI, del mes de julio de 2002, página 1,258, que a la 

letra señala lo siguiente: 

 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. PROCEDE DECLARARLA EN LOS 
PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS DE OFICIO, CUANDO 
PREVIAMENTE SE HA CONSUMADO EL PLAZO PARA QUE AQUÉLLA 
OPERE.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 60, último párrafo, de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, no se exige como requisito para la 
procedencia de la caducidad en los procedimientos iniciados oficiosamente, 
que ésta se hubiere solicitado ante la autoridad administrativa y mucho menos 
que sea una carga procesal que deba cumplirse para que opere plenamente, 
sino que, por lo contrario, sólo requiere la satisfacción de dos supuestos que 
son: el transcurso de un determinado periodo de tiempo y la inactividad que 
consiste en no realizar actos en el procedimiento correspondiente; ello se 
confirma con la propia expresión empleada en el referido artículo 60, al decir 
que se entenderán caducados los procedimientos oficiosos, cuando 
transcurran treinta días contados a partir de que se deba dictar resolución y 
ésta no se produzca, donde el vocablo "entenderán" equivale 
gramaticalmente a dar por supuesto un hecho, es decir, que ha operado la 
caducidad en el mismo y, por tanto, debe ordenarse su archivo, lo cual debe 
realizarse aun cuando el propio interesado no lo hubiera solicitado. 
 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo directo 1027/2002. Cervecería Cuauhtémoc Moctezuma, S.A. de C.V. 
10 de abril de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Amelia Vega Carrillo. 

 

Atenta a la nulidad lisa y llana decretada, esta Juzgadora se 

abstiene de analizar los restantes argumentos y conceptos de impugnación, 

toda vez que cualquiera que fuere el resultado del estudio que se hiciera a los 

mismos, en nada variaría el sentido del presente fallo. 

 

Tiene aplicación al caso, por analogía, la Jurisprudencia I.4o.A 

J/21, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, 

visible en la Página 1534, Tomo XVII, Marzo de 2003, Novena Época, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, la cual es del siguiente tenor: 

 

NULIDAD LISA Y LLANA PREVISTA EN EL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. SUPUESTOS Y CONSECUENCIAS.- Conforme al 
artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias definitivas 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que declaren la 
nulidad pueden ser de manera lisa y llana cuando ocurra alguno de los 
dos supuestos de ilegalidad previstos en las fracciones I y IV del artículo 
238 del código invocado, lo que se actualiza, en el primer caso, cuando 
existe incompetencia de la autoridad que dicta u ordena la resolución 
impugnada o tramita el procedimiento del que deriva y, en el segundo, 
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cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron 
distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en 
contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las 
debidas, lo que implica el fondo o sustancia del contenido de la 
resolución impugnada. En ambos casos se requiere, en principio, que la 
Sala Fiscal realice el examen de fondo de la controversia. Es así que, de 
actualizarse tales supuestos, la nulidad debe declararse en forma lisa y 
llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad en razón 
de la profundidad o trascendencia de la materia sobre la cual incide el 
vicio casado y que determina, en igual forma, un contexto específico 
sobre el que existirá cosa juzgada que no puede volver a ser discutida. 

 

También resulta aplicable, por analogía, la Tesis VIII, 2o. 27 A, 

sustentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Octavo Circuito, visible en la página 547, Tomo: VIII, febrero de 1998, Novena 

Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto 

es el siguiente: 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
DECLARA LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA. HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE DIVERSAS 
CAUSALES DE ILEGALIDAD QUE PUDIERAN PRODUCIR EL MISMO 
EFECTO.- De la interpretación del artículo 237, primero y segundo 
párrafos, del Código Fiscal de la Federación vigente, se advierte que 
consigna el principio de congruencia tocante a que la responsable debe 
ocuparse de todos y cada uno de los puntos controvertidos; pero el 
principio sufre una excepción cuando en el caso se alegan diversas 
causales de ilegalidad del acto administrativo fiscal que ven al fondo de 
la cuestión planteada y no a vicios formales o de procedimiento, porque 
al declarar fundada una causal de nulidad que trajo como consecuencia 
la invalidez lisa y llana del acto combatido, resulta ocioso exigir el estudio 
de los demás conceptos de anulación que atañen al fondo del negocio, 
pues cualquiera que fuere su análisis, no variaría el sentido ni la 
consecuencia de la nulidad decretada, pues el análisis de los repetidos 
motivos de ilegalidad iría en contra de la práctica de la impartición de 
justicia que debe ser, en términos del artículo 17 constitucional, pronta, 
completa e imparcial. Por otra parte, el decretar la nulidad lisa y llana del 
acto fiscal combatido no produce un estado de indefensión, pues en el 
caso de que la demandada interponga recurso de revisión fiscal, aunque 
la responsable sólo haya examinando una causal de ilegalidad por 
considerarla fundada y suficiente, una vez interpuesta la revisión fiscal o 
medio de impugnación que pueda hacer valer la autoridad demandada, 
el Tribunal Colegiado de Circuito a quien corresponda conocer del 
mismo, de estimar fundados los agravios opuestos y pronunciarse en el 
sentido de revocar la resolución de la Sala, lógica y jurídicamente tendría 
que ordenar a ésta que llevara a cabo el análisis de los conceptos de 
anulación cuyo estudio omitió. Además, el orden lógico del análisis de 
los conceptos de nulidad estriba en que, primero, deberán analizarse los 
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motivos de ilegalidad que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana 
de la resolución y si alguna resultó fundada, es suficiente para declarar 
la nulidad aludida, sin que sea necesario estudiar los siguientes motivos 
de invalidez, pues por su naturaleza, en términos del artículo 238 del 
Código Fiscal de la Federación, produce la nulidad citada y excluye el 
estudio de las restantes. 

 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 8, 9, 49, 50, 

51, fracción IV, 52, fracción II, de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso 

Administrativo, se  

 

R E S U E L V E  

 

I. Ha resultado infundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer. 

 

II. La parte actora demostró su pretensión. 

 

III. Se declara la nulidad de la resolución impugnada, por los 

motivos y fundamentos expuestos en el Considerando último de la misma. 

 

IV. NOTIFÍQUESE. 

 

Así lo resolvió y firmó Magistrada Diana Tecontero Juárez; 

ante la presencia del Secretario de Acuerdos Luis Enrique Paredes 

Gómez quien actúa y da fe. 

 

 

 

________________________ 

LUIS ENRIQUE 
PAREDES GÓMEZ 

Secretario de Acuerdos 

_________________________ 

DIANA TECONTERO 
JUÁREZ 

Magistrada Instructora 
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“El 3 de agosto de 2026, el licenciado Fernando Cornejo Salcido, 
secretario de acuerdos con adscripción en la Sala Regional en Hidalgo, 
hago constar y certifico que en términos de lo previsto en los artículos 
120, 115, párrafos, primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley General 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta versión pública 
suprime toda aquella información considerada legalmente como 
confidencial, por tratarse el nombre de la parte actora, nombre del 
representante legal y nombre de terceros (de personas físicas). Conste.” 

 


